
POLITICA TRIBUTARIA 

Y FRAUDE FISCAL 

EN EL SECTOR INMOBILIARIO 

E
L sector inmobiliario, en 
una sociedad moderna, de­
termina aspectos funda­
mentales de la vida coti­

diana, iníluye decisivamente en la 
marcha de la economía y afecta de 
un modo sustancial al proceso polí­
tico de decisión, cuando se trata de 
ordenar el progreso de esa misma 
sociedad. Por ello conviene empezar 
haciendo algunas consideraciones 
sobre las vertientes económica. so­
cial y política de la realidad inmo­
biliaria, que nos permita abordar 
con fundamento sólido el fraude 
inmobiliario, sus causas, sus conse­
cuencias y sus remedios. 

Aspectos económicos, sociales 
y políticos del sector inmobiliario 
en las sociedades actuales 

A nadie se le oculta que el sector 
inmobiliario posee en cualquier 
economía un peso trascendental. 
Sin embargo, si quisiéramos cono­
cer el valor total de este sector, a 
través de las referencias macroeco­
nómicas habituales, no lo encontra­
ríamos, porque no es en sí mismo 
un sector productivo, y sin embargo 
sirve de base a rodos ellos. Esto es 
más o menos obvio según los casos. 
Parece clara la interna relación de 
lo inmobi liari o con la agricultura, o 
con la construcción, pero no se ve 
con tanta nitidez su relación con el 
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opacidad, que se ha destacado 

como una de las características 

de la realidad inmobiliaria 

deJ país, lógicamente favorece 

el fraude. 

transporte, el turismo, l.i industria 
o el comercio en general. con los 
que se encuentra también íntima­
mente conectado. En suma, lo in­
mobiliario afecta y determina cucs­
liones estructurales de todos los sec­
tores de la producción, desde los 
más elementales a los más evolucio­
nados, desde la ganadería trashu­
mante a los servicios informa tizados 
del sistema bancario. 

La importancia económica del 
patrimonio inmobiliario corre - ló­
gicamente pareja con su trascen­
dencia soda/. Reflexiónese en lo 
determinante que es la cuestión in­
mobiliaria cuando se trata de aten­
der derecho!. sociales, como los de 
la vivienda, educación. sanidad, 
ocio y deporlc, etc. Una atención 
crecien te a los aspectos ecológicos y 

de medio ambiente está también 
poniendo de relieve la importancia 
de nuestro patrimonio inmobiliario. 
Sólo se puede conservar el lwhitat y 
hacer un urbanismo humanizado si 
se tienen en cuenta los determinan­
tes territori.ilcs. Socialmente, las 
cuestiones rcla ti vas a lo inmueble, 
son decisivas. 

Es evidente que un sector de esta 
trascendencia económica y social 
incide sustancialmente en lo políti­
co, y por ello ningún grupo o parti­
do político puede ignorar en sus 
programas al secto r inmobiliario. El 
tratamiento que reciba el sector 
desde el poder legislativo o desde el 



Gobierno, dependerá en buena me­
did<t de b naturaleza ideológica del 
partido o de los partidos que lilulen 
el poder en esos momentos. Sólo 
con observar el tratamiento que lo 
inmobiliario recibe po r el poder es­
taremos en condiciones de ca lifica r­
lo como conservador o progresista. 
Y. así, nos en con tramos con p/a11-
1eamienws conservadores si se pri­
man los aspectos insolidarios del 
concepto j uríd ico-económico de la 
propiedad, si se reduce la vertiente 
socia l del sector, si se pretende cris­
talizar la primacía de los aspectos 
económicos má~ clara mente renta­
bles de la propiedad inmobiliaria. 
Más cla ramente conservador será el 
poder que pretenda que el peso tri­
butario recaiga con mayor fuerza 
sobre el trabajo y sobre el consumo 
que sobre la propiedad inmueble. 

Este es más o menos el perfi l 
de lo que ha ocurrid o en España en 
los liltimos doscientos o trescientos 
años. 

Por el contrario, un plantea­
miento progresista pretenderá: 

• En lo eco11á111ico. dinamizar el 
sector inmobi li a ri o estimulándolo 
para qut: renl<tbilice su valor y pe­
nalizando su desuso o abandono. 
moviliLándolo para que se implan­
ten las infraestructuras económicas 
necesarias, animando y pa rticipa n­
do en la raciona lización y la solidez 

de una política de construcción de 
viviendas e infraestructuras que da­
le al sector de u na vi ta 1 id ad econó­
mica que no puede darle el simple 
juego de las fuerzas de mercado. 

• En lo social se verá acentuado 
el valor de solidaridad del concepto 
técnico-jurídico de propiedad. lo 
que se ha dado en llama r el .fi11 so­
cial último de la propiedad privada. 
Además se estimulará la construc­
ción de infraestructuras de valor so­
cial, se canalizará lct utilización m:1s 
rentable de la riqueza inmobi liaria 
hacia resultados que mejoren la ca­
lidad de vida de los ciudadanos. Un 
acento socia l en lo inmobiliario es 
consustancial a una política progre­
sista. 

Tam bién en lo político. se pon­
drán en marcha los instrumentos le­
gislativos. reglamentarios y técnicos 
que el poder progresista tiene en sus 
manos para llevar a cabo esas l<l­

reas en lo económico y en lo socia l. 
Obviamente. corresponde a los me­
can ismos políticos determinar el 
marco legal y fiscal del sector in­
mobiliario. 

Resulta pues lógico que aborde­
mos aquí, por su importancia, la 
incidencia que sobre el sector inmo­
biliario debe tener la po lítica tribu­
taria. 
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Características de la realidad 
inmobiliaria española 

Co11dicio11an1es históricos 

Para abordar la cuestión tribu­
taria resulta lógico que previamente 
dediquemos a lguna atención a la 
realidad inmobiliaria española. Esta 
realidad tiene unas características 
muy peculiarc~, producto en buena 
medida de la historia de nuestro 
paí'I. Porque el hecho de que la pro­
piedad inmobiliaria no haya tenido 
primordialmente un uso productivo 
o mercantil durante siglos. ha dado 
lugar a una realidad inmobiliaria 
mal apreciada. poco conocida y 
peor explo tada. 

En efecto, y es importante sub­
rayarlo. desde el principio de la 
llamada Reconquista, la propiedad 
territo rial fue más una medida de 
stat11s que un instrumento al servi­
cio de la prod ucción o el enriqueci­
miento. 

Quizá este peculiar modo de en­
tender la propiedad arraigó con 
demasiada fuer7a en la sociedad 
medieval española y permaneció vi­
gente en buena medida, hasta épo­
cas muy recientes. Es sabido que en 
España oo se desarrolló un capita­
lismo abierto y competitivo que pu­
siera la propiedad territorial a pro­
ducir benelicios. En su lugar se 
desarrolló un sistema en el que el 
tráfico de bienes se movía según 
pautas establecidas que garantiza­
ban la permanencia de un sistema 
de privilegios reservado a una exi­
gua aristocracia a la que se pertene-



cía por nacimiento o por la acumu­
lación de propiedades, fueran o no 
productivas. Y así, incluso en el si­
glo XIX, una medida, en principio 
progresista, como la desamortiza­
ción, sólo benefició a quienes, a 
fuerza de trocar dinero por propie­
dad territorial, pretendían abrirse 
camino hacia la aristrocacia. Y en 
España siempre fue más aristocráti­
co poseer montes de caza y dehesas 
que tierras de cultivo. Puede decir­
se, aunque convenga prevenir con­
tra interpretaciones exageradas, que 
la propiedad daba desproporciona­
damente más poder que dinero y, 
por la misma razón, la propiedad 
daba también más poder que el di­
nero. 

Como es lógico, este sistema no 
favorecía la explotación razonable 
de los recursos territoriales e impe­
día por tanto que el país pudiera sa­
lir de su estado crónico de pobreza. 
En esta situación no es extraño que 
surgiese en España un movimiento 
anarquista agrario como respuesta 
ideológica y ética a la propiedad 
excesiva y estéril de la tierra. 

A su vez, el poder político, tradi­
cionalmente aliado con los propie­
tarios territoriales, se veía impulsa­
do, no a dinamizar la propiedad 
como recurso económico, sino a 
mantener, incluso por la fuerza, el 
status quo. 

Una situación parecida se daba 
en la propiedad urbana, donde la 
acumul ación de propiedades y la 
falta de interés por su adecuada ex­
plotación produjo un deterioro ur­
bano importante a finales del siglo 
pasado . Es sobre ese deterioro sobre 

el que la incipiente burguesía co­
mercial e industrial de principios de 
siglo consigue renovar la estructura 
inmobiliaria y urbanística de ciuda­
des como Barcelona, Valencia, Bil­
bao, San Sebastián, Madrid , etc. 
Por ello, la propiedad territorial 
urbana ha tenido un proceso más 
dinámico y su evol ución ha sido re­
la tivamente más acorde con la de 
los países de nuestro entorno. 

Si a esta herencia histórica aña­
dimos un siglo XX en el que Espa­
ña soporta dos dictaduras y una 
demoledora guerra civil , es fácil en­
tender que lleguemos a finalizar el 
siglo con una estructura del sector 
inmobiliario que, a pesar de rápidos 
cambios, se encuentra aún necesita­
do de reformas, tratamientos nor­
mativos y proyectos de moderniza­
ción que sitúen al sector inmobi lia­
rio dentro del sistema económico en 
el lugar que le corresponde. 

CaracterisJicas 

Es absolutamente necesario co­
nocer con precisión cómo es este 
sector si queremos entender los pro­
cesos que impiden su progreso y 
modernización. Entendimiento sin 
el cual no se pueden poner en mar­
cha medios e instrumentos que mo-
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diliquen estos procesos en la direc­
ción deseada. 

H ETEROOENEIDAD 

En primer lugar, la estructura de 
la propiedad inmobiliaria se carac­
teriza en nuestro país por una gran 
heterogeneidad, tanto por la diver­
s idad de los tipos de predios, tenien­
do en cuenta su extensión - latifun­
dios, minifundios-, su titularidad 
- individual, indivisos, propiedad 
horizontal, bienes de propios, cen­
sos- como por su tratamiento jurídi­
co a la hora de la transmisión - dere­
cho catalán, gallego, navarro, etc.-

EXPLOTACION ECONOMICA 

INSUFICIENTE 

Además, la propiedad inmobi­
liaria sufre la defectuosa e insufi­
ciente explotación económica. 

Del minifundio gallego a l lati­
fundio, hasta hace muy poco, y aún 
ahora, estéril , de Extremadura o An­
dalucía; del predio de pastos, apoyo 
a la ganadería, a los viñedos y oli­
vares manchegos, o de la explota­
ción avanzada de Almería a la siega 
del cereal a mano que aún se hace 
en algún rincón de la Alta Meseta, 
el panorama es en España de una 
enorme diversidad, pero el común 
denominador en el sector rural es 



aún su baja rentabilidad. El sector 
urbano se ve tambié n afectado por 
una legislación de arrendamien tos 
arcaica. una base urbanística insufi­
ciente y un sistema de acceso a la 
propiedad peno<10 y en muchos ca­
sos inabordable. 

ECONOM IA FAM ll IAR 

Otra característica esencial de 
nuestro estructura inmobiliaria es 
que la propiedad de la vivienda se 
ha convertido en un elemento esen­
cial de la economía familiar y por 
ello de la sociedad española. 

ÜPACIDAI) 

Por último, puede decirse que la 
realidad inmobiliaria en nuestro 
país se encuentra en una situac ión 
de opacidad y falla de transparen­
cia que deforma y pervierte el mer­
cado, diliculla la gestión urbanísti­
ca. hace inefica;, el sistema tributa­
rio y alienta la especulación. 

La política tributaria en el 
sector inmobilia rio 

Entendida como el conjunto de 
medidas 1e11de111es a gravar la pro­
piedad i1111111ehle. conviene que ha­
ga mos una breve referencia a lo que 
ha sido. en nuestro país. para mejo r 
en tender lo que es y perfilar lo que 
debe ser. 

Durante lodo el ~ig lo X IX y 
gran parte del XX, la política tribu­
taria española ha sido un sistema 
que permitía que los grandes terra­
tenientes conservaran sui. privilegios 
y quedaran casi al margen de la 

COTO PRIVADO 

aplicación de tributos. 
Precisa mente, el Catastro fue 

desde sus orígenes una amena;,a 
fren te a los privilegios, porque per-
111ítia al Es1ado <'c>11ocer mejor la ri­
que::a inmobiliaria. y su historia es 
la historia de la voluntad ilustrada 
y progresista de dota r a nuestro sis­
tema tributario de una base sólida, 
objeti va y justa. Pero el fenómeno 
de la ocultación fue también la no ta 
dominante a lo largo de nuestra his­
toria, primero de las propiedades, 
luego de sus rendimientos o valor. 

Como ya hemos visto. los gran­
des propietarios consiguieron siem­
pre iníluir en el poder pa ra evitar 
que se hiciera un Catastro complejo 
donde constaran todos los datos 
sobre las propiedades inmuebles. 

Hoy en día. la tributación terri­
torial directa, que fue la base de los 
sistemas fi sca les modernos, tiene un 
peso específico muy relativo dentro 
de los complejos sistemas lisca les 
actuales. La conocida Contribución 
Territorial ha pasado a ser un im­
puesto municipal. Sin embargo, la 
tributación inmobi liaria hn adquiri­
do un gnido de complejidad notable 
ya que los in11111ehles participan en 
110 menos de seis figuras trihu1arias. 
Además. la política tributaria sobre 
inmuebles está en la actua lidad e n 
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proceso de adaptación a una reali­
dad dinámica y ca mbiante, que de­
be desarrollar lineas de ordenación 
adecuadas a esta nueva realidad y 
que son necesari as para la consoli­
dación y la modernización de este 
sector. Se dan por ello algunas in­
congruencias propias de la coexis­
tencia de situaciones de una etapa 
que termina y otras características 
de un nuevo estado de cosas en este 
éimbito. 

En este momento. las situaciones 
de injusticia tributaria vienen agu­
dizadas por el a umento del peso 
impositi vo sobre los propietarios 
que cumplen sus obligaciones con el 
fisco, mientras se mantienen bobas 
de ocu ltación o de exención que no 
tributan . 

Una buena política tributaria se­
rá la que ~i túe el conjunto de la pre­
sión 1riln11aria en el sector inmobi­
liario en equilibrio con la presión 
ejercida en el resto de los sectores. 
A su vez este equilibrio está en fun­
ción de dos variables: 

• Po r un lado, las necesidades 
económicas que se pl anteen y el pa­
pel dinamizador que se atribuya a 
este sector: y por o tro, 

• las necesidades sociales que se 
quieran atender: por ejemplo. no 
grnvar la vivienda propia igual que 
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los pisos para oLros usos, beneliciar 
la modernización agraria, la reslau­
ración de edilicios, etc. 

Será adecuada ademiÍS la políti­
ca tributaria que consiga la mejor 
aplicación del principio de justicia 
tribucaria, lo que dicho en términos 
coloquiales equivale a que paguen 
todos los que son y paguen por el 
valor de lo que tienen. 

La última cualidad a reseñar se 
refiere a que las normas y disposi­
ciones tributarias sean efectivas; es 
decir, se cumplan por todos. 

En resumen, una buena política 
tributaria exige que se aplique sobre 
la propiedad inmueble un siscema 
impositivo complejo, que estimule 
la correcta explotación de los recur­
sos. que premie la innovación ren­
table, que sancione la falla de utili­
zación o el deterioro negligente, que 
reduzca el grado de permanencia en 
el tiempo y en las sucesivas trans­
formaciones de la propiedad im­
productiva y que. por razones de 
justicia distributiva, haga recaer 

sobre la propiedad la proporción 
adecuada de peso tributario, alige­
rando razonablemente la carga im­
positiva que hayan de soportar las 
rentas de trabajo o el consumo de 
bienes suntuari os. 

Una política progresista ha de 
tener éstas y otras características al 
aplicarse a la riqueza inmobiliaria 
de un país. A estas líneas búsicas 
obedece el tratamiento que a esta 
realidad se va aplicando en nuestro 
país gradualmente. 

El fraude fiscal en el sector 
inmobiliario 

La opacidad, que se ha destaca­
do como una de las características 
de la realidad inmobiliaria del país, 
lógicamente favorece el fraude. 

Causas 

Conviene averiguar cuáles son 
las causas del fraude fiscul inmobi­
liario y se pueden ya adelantar al­
gunas: 

1 

• La falla de instrumentos y 
mecanismos de conocimiento y con­
trol por parte de Ja Hacienda Píi­
blica. 

• El agotamiento de otros cau­
ces para el llamado dinero "negro .. 
que tiene cada vez más difícil la 
evasión tribulana. 

• La falta de información suli­
ciente por parte de los organismos 
de la Administración, de las obliga­
ciones y de los deberes de los ciu­
dadanos. 

Dimensión 

Pero ademüs de estudiar las cau­
sas es importante dctenninar las di­
mensiones que a lea nza realmente 
este fraude y la respuesta depende 
del impuesto de que se trate. 

En efeclo, si se trata de la com­
pra de nuel'a:. 11il'ie11das o locales la 
dimensión del fraude es relativa­
mente reducida, pues los construc­
tores tienen todo un proceso con­
trolado hasta llegar al precio <le la 
venta. Esta realidad se ha visto alte­
rada últimamente por la especula­
ción y la subida espectacular de 
precios que trae como consecuencia 
que se pueda incrementar el precio 
de venta en una cantidad de dinero 
"negro" correspondiente a la subi­
da de los precios, cantidad que es­
capa a la tributación correspon­
dienLe. 

En cambio es en las trc111smisio-
11es entre particulares donde el frau­
de alcanza un índice elcvudísimo, 
pues resulta imposible controlar lo 
que acuerdan las partes. La defrau­
dación riscal se ve favorecida por la 
costumbre inveterada de reílejar en 
los documentos pt1blicos precios y 
condiciones de calidad y dimensio­
nes de los inmuebles muy por deba­
jo de Jos reales. Además. la valora­
ción admfoistrativa riscal, el valor 
catasLral, ha estado desactualizada 
tradicionalmente y permitía que en 
determinados impuestos (renta, pa­
trimonio. etc.) se utilizase como ba­
se del tributo aún cuando en las cs­
criLuras figurase un precio mayor 

En la Contribución Territorial el 
volumen de fraude ha sido hasta 
ahora muy importante. Así. en el 
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ámbilo de la Contribución Urbana 
en 1984 había n censados en esle 
país uros 14 millones de unidades 
urbanas, pero en 1988, producto de 
la revisión del Catastro, había n 
aílorado 4 millones de unidades y 
de esle total de unos 18 mill ones, 
12 tenían revisados sus va lores ca­
tastrales. Se estima que en esle 
momento el censo total de unidades 
urbanas puede ser de casi 2 1 millo­
nes. Pero, aunque por lo que se re­
liere al patrimonio inmobiliario 
urbano se ha reducido dnisticamen­
te Ja franja que por ocultación o 
minusvaloración permite el fraude 
fiscal. aún queda trabajo por hacer. 
Pues a nadie se le escapa la desac­
tualización de los valores catas­
trales respecto a los precios de mer­
cado. Este fenómeno se ha visto 
especialmente acusado en las ci uda­
des donde la especulación ha pro­
ducido un rápido crecimien to en los 
precios. La po lítica que a este res­
pecto está llevando a cabo el 
CGCCT, tiene como objetivo situar 
estos valores en torno a l 75 por 100 
del precio de mercado. lo que técni­
camente no presenta ninguna difi­
cultad con un Ca ta stro revisado que 
mantenga sus datos en permanente 
actualización 

La propiedad rústica presenta 
un pano ra ma aún más sorprenden­
te, porque de un censo de unos 7,3 
millones de propietarios de rústica, 
más de seis millones están exentos 
y sólo tributan un millón doscientos. 
Y es que el Catastro de rústica exis­
ten te es obsoleto e irreal, tanto en 
la ca lificación de las tierras como 
en la determinación de los cultivos. 

Hay por tanto fraude cuando lo 
que tributan por sus propiedades, 
una parte de los contribuyentes, se 
esta blece sobre bases irreales, aun­
que aquí la responsabilidad incum­
be a la Administración competente 
sobre Jos instrumentos de conoci­
miento de la realidad sobre la que 
se aplican Jos impuestos. Hay tam­
bién cierta forma de fraude, que 
puede alcanzar dimensiones impor­
tantes, cuando las normas que se 
aplican a una parte de los contribu­
yentes son desigua les respecto a las 
que se aplican a otros. 

Al respecto, es significativo que 
hoy el con1rihuye11te de 11rha11a paga 
de media alrededor de 9.600 ptas. al 
atio. mientras que el contribuyente 
de rústica sólo abona al .fisco unas 
900 ptas. Por supuesto que estos 
datos hay que matizarlos con olro 
tipo de consideraciones no estri<.;t<J­
mente tributarias, pero es indiscuti­
ble que cuando se produce una gran 
desigualdad en el tratamiento tribu­
tario de los contribuyentes, se pro­
duce todavía una forma de fraude. 

En definitiva, actualmente, el 
mercado valora el patrimonio urba­
no en unos 120 billones de pesetas 
y el rústico en 17 ó 20 bi llenes, 
mientras que la valoración a efec­
tos fiscales es de 35 billones en lo 
urbano y 1,3 billones en lo rústico. 
Estas cifras son un claro exponen te, 
por un lado, d e la desacrualización 
de ciertos dalos, sobre lodo en el 
ámbito rural. doncle la revisión del 
Catastro a penas se ha iniciado, pero 
por o tro, de que se ha producido 
un crecimient o especulativo, sobre 
lodo si se liene en cuenta la evolu-
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ción de los precios de estos últimos 
cinco años. 

e onsecuencias 

Las co11sec11e11cias de esta si t ua­
ci ón son obvias. 

En primer lugar, permite el cre­
cimienlo anómalo de la especulación 
i11111obi I iaria. 

En toda sociedad abierta, y en 
toda economía libre, allí donde el 
fisco no llega , o llega con debilida­
des estructurales, se produce una 
atracción del dinero que genera su­
bida de los precios. Pero en el sector 
inmobiliario el problema se agrava 
por los efectos sociales que la espe­
culación produce sobre e l derecho 
a la 11i11ie11da y la posibilidad real de 
a<'ceder a ella por parte de Ja mayo­
ría de la población. Se produce así 
la situació n aberra nte de q ue un 
mercado especulalivo atesora uni ­
dades urbanas que deja fuera de 
uso mientras aumenta el valor, de­
jando sin vivienda a un porcen taje 
c reciente de ciudadanos que la nece­
sita. Porque con un mercado espe­
culativo aumenta el coste de la vi­
vienda vacía, que no cumple su 
función y resulta difícil situar en el 
mercac.Jo la vivienda ocupada. Este 
absurdo resu ltado de que se cons­
truya n viviendas para permanecer 
desocupadas es a lgo que cua lqu ier 
Gobierno no puede dejar de co­
rregir. 

Cuando la especulación convier­
te el precio en un factor distorsio­
nanle de todo circuilo de produc­
ción y consumo, se pierde la rela­
ción coste-valo r y se desconecta la 



relación valor-demanda . Ello da 
lugar a una situación de inseguri­
d ad en el mercad o y a un aumento 
del riesgo de inversión esta ble hasta 
el punto de afectar a la política de 
construcción de vivienda, de crédi­
tos, etc. 

Por último, además de las con­
secuencias en cadena mencionadas. 
e l fraude agudiza muy sensiblemen­
te la injusticia tributaria. Se produ­
ce el círculo vicioso segú n el cual 
una siLUación que beneficia la eva­
sión de impuestos atrae cada vez 
más dinero negro y cuanto más di­
nero se evade más proporción de 
carga tribuLaria sufren los sectores 
que cumplen con sus obligaciones 
fiscales. 

En esas condicio nes, la actua­
ció n de un Gobierno progresista 
debe poner en marcha con firmeza 
medidas que combatan con eficacia 
el fraude fiscal, que en el terreno 
inmo bilia ri o produce daños econó­
micos y sociales de la gravedad que 
hemos señalado. 

Medidas e instrumentos 

Se afrontan a continuación las 
medidas e instrumentos con que se 
cuenta para combatir el fraude in­
mobiliari o. 

Entre los instrumentos existen 
dos clases bien diferenciadas: aque­
llos que constituyen 1111 factor de 
conocimiento preciso de un sector 
determinado y permiten, po r tanto, 
no sólo el establecimient o de una 
política tributaria aj ustada a la rea­
lidad, sino un control casi exhausti-
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vo de la aplicación de esa políLica. 
Esle Lipo de insLrumentos. más que 
combatir, impiden que se prod uzca 
el fraude . Existe adem ás otro tipo 
de i11str11111entos que actúan directa­
mente sobre el fraude e impiden 
que se produ=ca por intimidación. 
Entre éstos, resalta por su eficacia 
la í11specció11, cuando ésta cuenta 
con efecúvos y medios en la pro­
porción adecuada. 

Entre los instrumentos que cons­
tituyen un factor de conocim iento 
del sector inmobiliario, se cuenta 
con la renovación y acwalización de 
un viejo instrumento de la po lítica 
fiscal: el CATASTRO. Esta institu­
ción. de vieja tradición, nacida para 
apoyar una po lítica tributaria ilus­
trada y progresista, no ha tenido 
desde su creación hasta hoy capaci­
dad para servir de a poyo eficaz a la 
política Lribu taria. 

Desde 1985 se ha abo rdado la 
tarea del establecimiento y acLUali­
zación del Ca tastro de la Nación. 
con unos objeLivos claramente de­
limitados y que consisten básica­
mente en censar todos los inmuebles 
de l país con referencia de cómo son. 
cuánto miden y a quién pertenecen, 
y 11alorar/os a través de un procedi­
miento objetivo. basado en idénticos 
criterios para todo el territo rio, de 
fo rma tal que los valores ca tastra les 
se aproxi men a los precios de mer­
cado. 

Dada la esLrecha relación con la 
necesidad de tener la certen1 de que 
los datos coincidan con la realidad, 
sería un instrumento eficaz contra 
el fraude que las Notarías y los 
Registros de la Propiedad requirie­
sen los datos ca tastra les pa ra incor­
porarlos, como único sistema de 
identificación de inmuebles. a las 
escrituras. inscripciones registralcs 
y demás documentos públicos. Asi­
mismo. esta necesaria relación enLre 
el Registro de la Propiedad y el 
Catastro. ha ría posible que los titu­
lares registrales de un inmueble se 
comunicaran por el Registro a la 
ofici na catastral para que el Catas­
tro tuviera permanentemente actua­
lizad o e l da to sobre la titularidad. 

Entre el segundo tipo de instru­
mentos que actúa n directamente 
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hay que mencionar la inspección. 
q111? reali:a una doble función san­
cionadora y pr1?11entiva, sin la cual 
la virtualid ad de otros instrumentos 
se vería muy discriminada. Desgra­
ciadamente. la sanción es la más 
eficaz demostración de la vigencia 
efectiva de las leyes. 

Po r último. o tro instrumento de 
lucha co ntra el fra ude fiscal que 
actúa de forma preventiva son las 
acciones de comunicación que debe 
llevar a cabo la Administración a 
través de una intensa labor de i11-
for 111ació11 de los derechos y deberes 
de los contrih11yentes. En la sociedad 
actual éste es uno de los instrumen­
tos que se revela corno más eficaz 
para crear una conciencia ciudada­
na que vaya asumiendo el perjuicio 
individual y social que supone el 
fraude fiscal. 

La opinión pública y el fra ude 
fiscal inmobiliario 

Una adecuada po lítica tributaria 
en el sector inmobiliario no sólo 
debe tener en cuenta loi. efectos 
materiales que produzca. sino tam­
bién, y muy especialmente, la evolu­
ció n de la opinión pública respecto 
al deber tributario y a l fraude. En 
España es reciente la implantación 
de una moral tributaria. labor difí­
ci l. puesto que se parte de una cul­
tura en la que l.i evasión y el fraude 
liscal eran el resultado de un poder 
sentid o como privilegio por algunos 
y como opresión por la mayoría. 
Sin embargo, desde principios de 
los ochenta se está produciendo un 
cambio significativo en la opinión de 
los esparioles respecto a los im­
puestos. 



Recientes estudios llevados a 
cabo por el Catastro revelan esta­
dos de opinión que en esencia tras­
lucen que se considera excesiva la 
presión tiscal, pero se acepta como 
inevi table. A cambio, hay una cre­
ciente exigencia de justicia tributa­
ria y una mayor sensibilización con­
tra el fraude. 

Se aprecia que la presión y el 
control son .superiores en las eco­
nomías modestas que en las a ltas, 
siendo éstai. las que además encuen­
tran con cierta facilidad meca nis­
mos para defra udar. 

En cuanto al terreno inmobi lia­
rio, se estima que e l fra ude se da 
mucho más en los grandes pro pieta­
rios que en los pequeños y se es es­
céptico respecto a una posible mo­
diticación de la situació n. 

Hay además cierta desconlianza 
sobre la capacid ad gestionaria de 
la Administración, lo que todavía 
hace de la presión fi sca l algo di scu­
tible. 

Los impuestos sobre propieda­
des y patrimonios ocupan el segun­
do lugar, iras los que gravan el 
capital y las sociedadc:. en las prio­
ridades que la opinión pública co­
loca como desti natari os preferenLes 
de la carga tributaria. Es decir, que 
existe una mayor aceptación de los 
impuestos sobre el patrimonio que 
la que existe del Impuesto sobre la 
Renta, lo que se acentúa cuand o se 
contempla la hipó tesis de una ma­
yor presión tributaria. Aunque la 
mayoría se inclina por no aumentar 
ningún impuesto, un 32 por 100 
acepta aumentar el Impuesto sobre 
las Actividades Económicas y un 24 
por LOO los impuestos sobre la pro­
piedad. 

De todos modos, existe aún uoa 
baja sensibil idad respecto a la pena­
lización del fraude fiscal. La opi­
nión pública favorece la lucha con­
tra e l fraude, pero a la hora de 
d e1erminar los ins1rumentos que 
preliere ver utilizados en esta situa­
ción, priman los no penalizadorcs y 
preventivos, como las campañas de 
información a los ciudadanos y el 
Registro público obligatorio, mien­
tras los pcnalizadores. como la san­
ción económica y la privación de 

libertad, no tienen casi apoyo en lu 
opinión, pues se p refieren medidas 
preventivas y disuasorias frente a 
la utilidad d e combatir el fraude 
con medidas sancionadoras e inclu­
so penales. 

Las lineas genera les d el estado 
de la opinió n pública revelan un 
esca so nivel de información respec­
to al funcionamiento del sistema 
tributario. en especial por lo que se 
rclicre a los impuestos patrimonia­
les, y una creciente sensibilización 
respcc10 a la importancia del fraude 
y la necesid ad de combatirlo. Por 
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lo que una conclusión aceptable se­
ría que el aumento de la informa­
ción y la puesta en funcionamienlo 
de medida:. preventivas y disuaso­
rias aumentara la aceptación de las 
medidas sancionadoras, que ya se 
encuen tran a un nivel relativo d e 
aceptación muy alto, teniendo en 
cuenta el punto de partida. 

De acuerdo co n lo ex puesto. se 
puede concluir que la política de 
modcrniLación del Catas1ro, de in­
tensificación de la inspección y 
coordinación de la inscripción ca­
tastral con la actividad de notario:. 
y registradores, se encuentra ade­
cuadamente encajada no sólo con 
los intereses de la Hacienda Pública 
sino con el esiado actual de opi­
nión . 

Queda por tiltimo sólo subrayar 
la con ven icncia de llevar a cabo i11-
1e11sas campwius de co111u11icaciá11 
que permitan eleva r el conoci miento 
genera l del funcionamiento. j ustifi­
cación y estructuras de los imp11e.1·ws 
sohrt• la propiedad inmobiliarfo. que 
se encuenlra todavía con amplios 
sectores de desconocimicnlo en la 
sociedad . 
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